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Un nuevo sistema de asegura-
miento de la calidad en la educa-
ción superior, fue la herencia que 
el ex presidente Juan Manuel San-
tos, le dejó al sistema educativo de 
nuestro país. A última hora, y ape-
nas unos días antes de abandonar 
la casa de Nariño, su Ministra de 
Educación Yaneth Yiha Tovar dejó 
firmado el Decreto 1280 de 2018 
“Por el cual se reglamenta el Siste-
ma de Aseguramiento de la Calidad 
de la Educación Superior, el registro 
calificado de que trata la Ley 1188 
de 2008 y los artículos 53 y 54 de la 
Ley 30 de 1992 sobre acreditación, 
por lo que se subrogan los Capítulos 
2 y 7 del Título 3 de la Parte 5 del 
Libro 2 del Decreto 1075 de 2015 
-Único Reglamentario del Sector 
Educación” cuyo objetivo principal 
es el robustecimiento de la ruta del 
mejoramiento continuo de los pro-
gramas académicos en las Institu-
ciones de Educación Superior. 

Sin lugar a dudas, el sistema ac-
tual de la educación en Colombia, 

pide a gritos una re-
forma, empero, en 

el actual con-
texto históri-
co de nues-
tro país, la 
toma de 
d e c i s i o -
nes res-
pecto de 
la edu-
c a c i ó n 
superior 
no es ta-
rea fácil, 

sobre todo, 
cuando se 

trata de esta-
blecer las reglas 

de funcionamiento 

de los programas y las condiciones 
para la acreditación de los mismos. 
Pues bien, es claro que este mo-
mento representa una gran opor-
tunidad para el fortalecimiento y 
consolidación de nuevas formas de 
abordaje de los procesos de regis-
tro calificado y acreditación de alta 
calidad, la construcción de equipos 
de trabajo idóneos, la consecución 
de sistemas de información robus-
tos, el establecimiento de capacita-
ciones profundas en el tema, entre 
otros aspectos, pero cada movi-
miento o reforma debe estar tan 
bien planteado, que no dé lugar 
al desconocimiento de contextos, 
regiones, instituciones, niveles o 
Universidades. El nuevo plantea-
miento debe ser diverso y ajustado 
a cada una de las necesidades del 
contexto. 

En lo particular, en lo que re-
fiere a los programas de Derecho 
del país, que se encuentran agre-
miadas en asociaciones de gran 
prestigio como lo es la Asociación 
Colombiana de Facultades de De-
recho -ACOFADE, que de forma in-
clusiva ha consolidado un espacio 
académico altamente competitivo, 
crítico frente a las actuaciones del 
gobierno y de gran credibilidad, fal-
tó mayor comunicación, faltó ma-
yor acompañamiento y sobre todo, 
faltó mayor apoyo de aquellos que 
diariamente nos dedicamos a la la-
bor académica. 

Se avecinan tiempos de acopla-
miento, de entendimiento y de ade-
cuación a los nuevos planteamien-
tos del sistema, sin embargo surgen 
muchos interrogantes, por ejemplo 
la denominada “armonización de 
las condiciones de calidad para ob-
tener el registro calificado y los fac-
tores de acreditación voluntaria de 

Comentarios al Decreto 1280 de 
2018, La Herencia del Gobierno Santos
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L alta calidad” mediante 14 condicio-
nes de altísimo componente institu-
cional y de programa. Sin embargo, 
olvida la norma que en un país de 
regiones como el nuestro, aún hay 
programas muy lejos de alcanzar la 
armonización de la que habla el de-
creto, por el contrario sigue siendo 
una meta de gobierno, la consolida-
ción de pequeñas y medianas insti-
tuciones de educación superior, el 
logro de objetivos de inclusión, de 
innovación curricular, de la vincu-
lación de docentes con doctorados 
que le apunten al aseguramiento de 
la calidad de los procesos investiga-
tivos entre otros aspectos de igual o 
mayor relevancia. De acuerdo con lo 
anterior, no puede el estado enten-
der a todas las instituciones como 
iguales cuando en Colombia hay 
enormes brechas de desigualdad. 

Con el tiempo, seguramente en-
tenderemos que la Educación Supe-
rior, en vez de requerir nuevos de-
cretos, normas y reglamentaciones, 
debe emprender la búsqueda del 
trabajo colaborativo entre todo el 
sector educativo, con el objetivo de 

preparar a las IES para afrontar las 
problemáticas del contexto y para 
asegurar el cumplimiento de aque-
llas normas que ya existen y más 
aún para garantizar el mejoramiento 
de los procesos académicos y admi-
nistrativos que aseguren la calidad 
en la educación superior que deben 
ser la verdadera razón del sistema 
educativo. 

Los programas académicos e ins-
tituciones acreditados aún hoy son 
pocos, y cada vez resulta más difí-
cil emprender procesos de acredita-
ción y re acreditación, vale la pena 
entonces, invitar al Gobierno Nacio-
nal para que realice un verdadero 
análisis de lo que ocurre al interior 
de las IES con el ánimo de mejorar 
las capacidades institucionales de 
respuesta frente a estos procesos 
sin afectar la oferta educativa y las 
capacidades de funcionamiento de 
las instituciones. Con esto logramos 
que la buena intención del ministe-
rio redunde de forma adecuada en 
el mejoramiento de la calidad en la 
educación superior. 

suscripción del Pacto por la Ética para 
el Rescate del Derecho y la Justicia, en-
tre el procurador general de la Nación, 
Fernando Carrillo Flórez, y un grupo 
destacado de representantes de las fa-
cultades de Derecho y de los colegios de 
abogados de todo el territorio nacional.

Como lo mencionó claramente en su 
discurso de instalación el Procurador 
General de la Nación, la firma de este 
Pacto era necesaria por el momento his-
tórico que está viviendo nuestro país. 
Según él, nunca antes habíamos tenido 
una oportunidad tan clara de hacer una 
serie de planteamientos en una ocasión 
en la que la historia da la vuelta a la 
esquina: “Es el momento de recuperar 
la vigencia de tantos principios y valores 
que están quedando en entredicho, entre 
otras cosas, por el cambio de valores que 
ha ocurrido en Colombia en los últimos 
años y por el rol de convidados de piedra 
que hemos tenido, y es por ello que debe-
mos hacer un mea culpa colectivo”.

Para el representante del Ministerio 
Público, estamos en una época de trans-
formación social e institucional bajo el 
amparo de la Constitución de 1991, que 
ha sido el referente ético más importan-
te, producto del consenso más sólido 
que se ha dado en la historia reciente de 
Colombia. Por ello, este Pacto tiene que 
ver fundamentalmente con la necesidad 
de crear nuevos estándares para el ejer-
cicio de la función pública.

La iniciativa del procurador Fernando 
Carrillo es clara: construir entre todos 
una propuesta de reforma a la justicia 
para llevarla al Congreso de la Repúbli-
ca y al nuevo Gobierno. Según sus pa-
labras, “necesitamos una reforma a la 
justicia realista que emane de quienes 
somos protagonistas y responsables de 
este sector, que tenga en cuenta a los 
usuarios, que deje al lado la variable po-
lítica que ha sido prácticamente el factor 
que ha sepultado las posibilidades de re-
forma en los últimos años en Colombia y 
que desarrolle los principios de la Cons-
titución de 1991”.

Pacto por
la Ética
para el
Rescate
del Derecho 
y la Justicia 

Carlos Mario Molina Betancur
Director del Instituto
de Estudios del
Ministerio Público
Procuraduría General
de la Nación

Carmen Cecilia Diz Muñoz

Directora Facultad de Derecho, Universidad Pontificia Bolivariana – Montería  
Miembro de la junta directiva de la Asociación Colombiana de Facultades 
de Derecho

El pasado 30 de mayo, se llevó a cabo, 
en la Universidad Simón Bolívar de Ba-
rranquilla, un importante evento para la 
comunidad jurídica de Colombia, con la 
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cionado con el cambio cultural, que va 
desde el primer hasta el quinto año de 
la carrera de Derecho y que tiene que 
ver con la implementación del sistema 
oral acompañado por la modernización 
tecnológica.

Por ello, se deben revisar temas como 
el perfil del abogado del futuro, cuáles 
son las materias en las que hay que en-
fatizar y cuáles son las prácticas jurí-
dicas que debemos poner en marcha. 
Todo esto, además, en el marco de la 
reforma a la justicia.

Por último, el Procurador General de 
la Nación señaló que el Pacto es el es-
cenario ideal para comenzar una discu-
sión seria sobre la creación de los tribu-
nales éticos, desde la investigación de 
la sanción y la necesidad de tener unos 
parámetros de carácter ético y unas ins-
tituciones que funcionen en ese campo. 
Según este funcionario, hay consenso 
en otros temas, como el de la necesidad 

de eliminar las funciones electorales de 
jueces de tribunales de las altas cor-
tes, debate que también hay que darlo. 
Esto serviría de parámetro para realizar 
compromisos importantes en contra de 
la impunidad, la dilación, el retraso y la 
congestión de los despachos judiciales, 
lo que, finalmente, se convierte en los 
mayores cómplices de la impunidad.

Durante el evento, el procurador Fer-
nando Carrillo aprovechó la ocasión 
para tomarle el juramento a la recién 
creada Federación de Colegios de Abo-
gados de Colombia, que reúne a más de 
28 colegios de abogados del país, con 
el liderazgo de su presidente, Gerardo 
Duque, y el apoyo de 80 facultades de 
Derecho asociadas a Acofade. Con este 
acuerdo, se inicia un verdadero com-
promiso por la reforma del Derecho, con 
el fin de mejorar la justicia de nuestro 
país, un cambio real que esperan todos 
los colombianos.

Acuerdo sobre
lo fundamental

Este Pacto sería el primer paso para 
iniciar un acuerdo sobre lo fundamen-
tal, que, para el proceso de paz que es-
tamos tratando de cumplir, se resume 
en tres premisas fundamentales, cono-
cidas como de las tres “D”: democracia, 
derechos y desarrollo, porque los ele-
mentos de esa trilogía van a ser los prin-
cipios de una propuesta de reforma ins-
titucional. Todo lo anterior, en el marco 
de unos compromisos de carácter ético, 
en donde las obligaciones rebasan, in-
cluso, el contenido de las normas.

El Director del Ministerio Público re-
saltó la importancia del papel que tienen 
que jugar las facultades de Derecho, los 
directores de colegios de abogados, las 
escuelas judiciales, los representantes 
de la justicia y los estudiantes en este 
escenario de transformación que nece-
sita Colombia. Es decir, según su pen-
samiento, se debe poner en marcha el 
papel histórico de la función social del 
abogado, que tiene que ver con la éti-
ca y con el destino de las nuevas gene-
raciones que se están formando. Y este 
punto es clave para entender el funcio-
namiento del Estado, enmarcado en el 
ámbito de la dignidad humana, de la 
defensa de los derechos fundamentales 
de los ciudadanos y de la protección del 
medioambiente.

Para ello, el Procurador General de la 
Nación invitó a la Asociación Colombia-
na de Facultades de Derecho (Acofade), 
a los colegios de abogados, a los repre-
sentantes de la justicia y al Instituto de 
Estudios del Ministerio Público a traba-
jar en un documento de 10 puntos, en 
el que se destaquen estos objetivos. Allí, 
hay que empezar por el referente éti-
co de la Constitución Política de 1991, 
sobre una serie de males que siguen 
perpetuándose, como la desigualdad. 
Precisamente, por la no vigencia de los 
derechos fundamentales de los ciuda-
danos, la violencia trata de entrar por 
otras puertas independientemente de 
la firma del Acuerdo de Paz, sin dejar 
de olvidar el tema de la corrupción, que 

parece atravesarse horizontalmente en 
la mayoría de las conductas del sector 
público y privado y, en especial, en la 
contratación pública.

Con estas palabras, se pudo estable-
cer que un pacto de esta naturaleza 
debe ser un plan de acción con elemen-
tos que impulsen la educación cívica 
con los postulados fundamentales de 
una cultura de la legalidad en Colombia 
que, a su vez, propicie nuevas normas 
y/o comportamientos sociales, en don-
de el control social sea fundamental y 
complemento insustituible de las refor-
mas legales.

Nuevas tecnologías
y expediente judicial

En este escenario sería necesario im-
pulsar, por ejemplo, las nuevas tecno-
logías de la información contra la co-
rrupción, por la transparencia y por la 
necesidad de recuperar la credibilidad 
en el sistema de justicia. Y, para ello, 
se necesita hacer un llamado al sistema 
educativo como primer principio de ese 
Pacto. Según Carrillo, la educación legal 
es esencial para poder afrontar grandes 
reformas, porque es importante volver a 
los principios de mérito, de capacidad 
y de reconocimiento del talento huma-
no para entrar a desempeñar cargos en 
la función pública y, sobre todo, en las 
designaciones de los más altos funcio-
narios del Poder Judicial: “El abogado 
debe ser el artífice de las reformas de la 
justicia que Colombia necesita”.

De otro lado, el procurador Fernando 
Carrillo hizo un llamado para la moder-
nización tecnológica del sistema judi-
cial. Dicho proyecto se ha intentado en 
otros países, para la implementación del 
expediente digital, una meta que todos 
juntos debemos lograr. Según el análi-
sis del Director del Ministerio Público, 
se han invertido miles de millones de 
pesos, incluso de la cooperación inter-
nacional, en aras de modernizar el sis-
tema de justicia, pero esto no ha tenido 
buenos resultados, simplemente porque 
previamente no se ha dado el paso rela-

“Necesitamos una reforma a la justicia realista que emane de 
quienes somos protagonistas y responsables de este sector, que 
tenga en cuenta a los usuarios, que deje al lado la variable po-
lítica que ha sido prácticamente el factor que ha sepultado las 
posibilidades de reforma en los últimos años en Colombia y que 
desarrolle los principios de la Constitución de 1991”
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BASE  DE  DATOS
No. INSTITUCIÓN FACULTAD CARGO NOM. DECANO DIRECCIÓN CIUDAD TELEFONO SECRETARIA EMAIL - SECRETARIA

1 CORPORACIÓN UNIVERSIDAD DE LA COSTA 
- CUC FACULTAD DE DERECHO DECANO ALFREDO PEÑA SALOM CALLE 58 MO. 55-66 BARRANQUILLA 3362200 EXT. 7 ANA CHARRYS acharris13@cuc.edu.co

2 CORPORACIÓN UNIVERSITARIA AMERICANA - 
CORUNIAMERICANA/ BARRANQUILLA

FACULTAD DE HUMANIDADES Y CIENCIAS 
SOCIALES DECANA ROCÍO VÁSQUEZ CARRERA 53 No. 64-142 BARRANQUILLA 3851027 EXT.122-121  merazo@coruniamericana.edu.co

3 CORPORACIÓN UNIVERSITARIA AMERICANA - 
CORUNIAMERICANA/ MEDELLIN

FACULTAD DE HUMANIDADES Y CIENCIAS 
SOCIALES DECANO FRANCISCO GALVIS 

RAMOS
CARRERA 42 No. 52-06 (Av. LA 
PLAYA9 MEDELLÍN 444 5004 Ext. 208 LAURA BAYER asistenteacademico@americana.edu.

co

4 CORPORACIÓN UNIVERSITARIA AUTÓNOMA 
DEL CAUCA

FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS SOCIALES 
Y POLÍTICAS DECANO ALVARO ORLANDO GRI-

JALBA GÓMEZ CALLE 5 No. 3-85 POPAYÁN 8213000 EXT. 124 MARILYN GAR-
ZON VELASCO sec.fadesop@uniautonoma.edu.co

5 CORPORACIÓN UNIVERSITARIA DE SABANE-
TA - UNISABANETA FACULTAD DE DERECHO DECANA JUAN RODRIGO VEGA 

HENAO CALLE 75 SUR No. 34-120 SABANETA (ANT) 3011818 EXT. 109 LEYDI RODRI-
GUEZ asistente.derecho@unisabaneta.edu.co

6 CORPORACIÓN UNIVERSITARIA DEL CARIBE 
(CECAR)

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTI-
CAS DECANO MARIA EUGENIA VIDES 

ANGEL
CARRETERA CENTRAL DE OCCI-
DENTE, VÍA COROZAL - SINCELEJO SINCELEJO 2798900 EXT. 1218 BERTHA FLO-

REZ bertha.florezq@cecar.edu.co

7 CORPORACIÓN UNIVERSITARIA DEL META FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS SOCIA-
LES DECANA GUSTAVO ADOLFO 

MORALES
CARRERA 32 No. 34-05 SAN FER-
NANDO VILLAVICENCIO 6621825 EXT. 111 PAOLA PEREZ secretaria_derecho@unimeta.edu.co

8 CORPORACIÓN UNIVERSITARIA REMINGTON FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS, POLÍTI-
CAS Y SOCIALES DECANO JUAN SEBASTIAN DUQUE 

POSADA CALLE 51 No. 51-27 MEDELLÍN 5111000 EXT. 5301 JESICA ARIAS jarias@uniremington.edu.co

9 CORPORACIÓN UNIVERSITARIA REPUBLI-
CANA FACULTAD DE DERECHO DECANO IVAN ALFONSO CANCINO 

GONZALEZ CARRERA 7 No. 19-38 BOGOTÁ D.C. 2862384 EXT. 111 SINDY MEDINA smedina@urepublicana.edu.co

10 FUNDACION UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE 
COLOMBIA FACULTAD DE DERECHO DECANO LUIS FRANCISCO RAMOS 

ALFONSO CARRERA 5 No. 11-43 PISO 3 BOGOTÁ D.C. 2430306 EXT. 2 OLGA MAYA seacader@fuac.edu.co>

11 FUNDACIÓN UNIVERSITARIA AGRARIA DE 
COLOMBIA

FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS, SOCIA-
LES Y HUMANAS DECANO ALBINO SEGURA PENA-

GOS CALLE 170 No. 50-90 BOGOTÁ D.C. 6717188 KATHERINE 
BARACALDO baracaldo.katherine@uniagraria.edu.co

12 FUNDACIÓN UNIVERSITARIA CATÓLICA 
LUMEN GENTIUM - UNICATÓLICA

FACULTAD DE CIENCIAS SOCIALES Y POLÍTI-
CAS DECANO JOHN HAROLD SOACHA 

ORTEGA CARRERA 122 No. 12-459 CALI 5552767 EXT. 2710 JACQUELINE 
GARCÍA

secrecienciassociales@unicatolica.
edu.co

13 FUNDACION UNIVERSITARIA CERVANTES 
SAN AGUSTIN - UNICERVANTES

FACULTAD DE CIENCIAS SOCIALES Y POLÍTI-
CAS DECANO JAVIER FERNANDO FON-

SECA ALVARADO CALLE 77 No. 11-63 BOGOTÁ D.C. 439 9855

14 FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DE SAN GIL - 
UNISANGIL

FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍTI-
CAS DECANA LAURA MERCEDES 

TORRES PARADA KM 2 VÍA SAN GIL - CHARALÁ SANTANDER 7243449 MARI LUZ ARE-
NAS FORERO secretariafcjp@unisangil.du.co

15 FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDI-
NA - PEREIRA

FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS, SOCIA-
LES Y HUMANÍSTICAS DECANA GLORIA INES HERRERA 

GUEVARA CARRERA 9 No. 23-22 PEREIRA 3255992 EXT. 135 JUAN PABLO 
SEPULVEDA jsdepulveda6@areandina.edu.co

16 FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDI-
NA - VALLEDUPAR

FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS, SOCIA-
LES Y HUMANÍSTICAS DECANA MARIA PAULINA PABÓN 

OROZCO TRANSVERSAL 22 BIS # 4-105 VALLEDUPAR 5894093 EXT. 147 mpabon@areandina.edu.co

17 FUNDACIÓN UNIVERSITARIA JUAN DE CAS-
TELLANOS

FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍTI-
CAS INTERNACIONALES DECANO MARIO ALFONSO VILLATE CARRERA 11 No. 11-70 TUNJA 7427262 DIANA RODRÍ-

GUEZ secretaria.derecho@jdc.edu.co

18 FUNDACIÓN UNIVERSITARIA TECNOLÓGICO 
COMFENALCO

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS SOCIA-
LES DECANA DIANA BERROCAL CARRERA 44 D No. 30A-91 SEDE A 

BARRIO ESPAÑA
CARTAGENA DE 
INDIAS, D.T Y C. 6723700 EXT. 1506 YESENIA VANE-

GAS
yvenegas@tecnologicocomfenalco.
edu.co

19 INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA DE ENVIGADO FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTI-
CAS Y JURÍDICAS DECANO RAFAEL ALEJANDRO 

BETANCOURT DURANGO CR. 27B #39A SUR 57 ENVIGADO 3391010 EXT.218 MARISOL CHA-
VARRIAGA marysol.chavarriaga@iue.edu.co

20 INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA CESMAG FACULTAD DE DERECHO DECANO GABRIEL PANTOJA 
NARVAEZ CARRERA 20 A No. 14-54 PASTO 7216535 EXT. 162 LORENA derecho@iucesmag.edu.co

21 FUNDACIÓN UNIVERSITARIA LOS LIBERTA-
DORES

FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLÍTI-
CAS Y RELACIONES INTERNACIONALES DECANO JONATHAN NIETO CONDE CRA. 16 No. 63a - 68 BOGOTÁ D.C. 2544750 ext. 3205 - 

3202 - 3208 RUBY MORENO decderecho@libertadores.edu.co

22 INSTITUCION  UNIVERSITARIA POLITÉCNICO 
GRANCOLOMBIANO FACULTAD DE CIENCIAS SOCIALES DECANA PAOLA ANDREA ZULUAGA 

ORTIZ CALLE 57 No. 3-00 ESTE BOGOTÁ D.C. 7455555 EXT. 1258 ALEJANDRA 
LACAYO mlacayo@poligran.edu.co

23 INSTITUCION UNIVERSITARIA TECNOLOGICO 
DE ANTIOQUIA FACULTAD DE DERECHO DECANA LUZ ELENA MIRA OLANO CALLE 78 B No. 72 A 220 BLOQUE 1. 

OFIC. 303 MEDELLIN 4443700 - 4422929 
EXT. 1035

LUISA GRAJA-
LES auxiliar.derecho@tdea.edu.co

24 UNIDAD CENTRAL DEL VALLE DEL CAUCA FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y HUMA-
NÍSTICAS DECANA ALICIA URIBE TABORDA CARRERA 27 A No. 48-144. KILOME-

TRO1. SALIDA SUR TULUÁ 2242202 EXT. 116 MARTHA LUCIA derecho@uceva.edu.co

25 UNIVERSIDAD  LUIS AMIGÓ - FUNLAM FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTI-
CAS DECANO RODRIGO ORLANDO 

OSORIO MONTOYA 
TRANSVERSAL 51 A No. 67B-90. BL.1 
- PISO 5 MEDELLÍN 4487666 EXT. 9537 LILIANA ARAN-

GO sec.derecho@amigo.edu.co

26 UNIVERSIDAD ANTONIO NARIÑO FACULTAD DE DERECHO DECANA JINYOLA BLANCO RODRI-
GUEZ CARRERA 38 No. 58A-77 PISO 1 BOGOTÁ D.C. 3157650

MARIA DEL 
PILAR GÓMEZ 
OSORIO

asistente.derecho.comercial@uan.
edu.co

27 UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE BUCARAMAN-
GA FACULTAD DE DERECHO DECANO JORGE EDUARDO LAMO 

GÓMEZ CALLE 48 No. 39-234 BUCARAMANGA 65436111 EXT. 142 ADRIANA ALVA-
REZ aalvarez6@unab.edu.co

28 UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DEL CARIBE FACULTAD DE JURISPRUDENCIA DIREC-
TORA

VICTORIA RODRIGUEZ 
AREVALO CALLE 90 No. 46-112 BARRANQUILLA 3671251 VERONICA 

MENDEZ jurisprudencia@uac.edu.co

29 UNIVERSIDAD AUTÓNOMA LATINOAMERICA-
NA - UNAULA FACULTAD DE DERECHO DECANA DIANA PATRICIA RES-

TREPO CARRERA 56 A No. 49-70 MEDELLÍN 5112199 EXT. 402
CLARA PATRICIA 
CORREA ZA-
PATA

 clara.correa@unaula.edu.co
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No. INSTITUCIÓN FACULTAD CARGO NOM. DECANO DIRECCIÓN CIUDAD TELEFONO SECRETARIA EMAIL - SECRETARIA

30 UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA - 
BARRANCABERMEJA FACULTAD DE DERECHO DECANA CARMEN CELINA IBAÑEZ 

ELAM
CALLE 60 No. 28-129 FLORESTA 
BAJA

BARRANCABER-
MEJA 6212396 EXT. 132 ANA KARINA 

BETANCUR ana.betancurh@ucc.edu.co

31 UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA 
- BOGOTÁ FACULTAD DE DERECHO DECANA NANCY CONSUELO ALVA-

RADO AFRICANO
AVENIDA CARACAS No. 37-63 SEDE 
PRINCIPAL BOGOTÁ D.C.

3323565 EXT. 1102, 
1242, 4338, 1305, 1241, 
1169, 1439

LUCIA MORALES lucia.morales@ucc.edu.co

32 UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA - 
BUCARAMANGA FACULTAD DE DERECHO DECANA MARIEN YOLANDA CO-

RREA CORREDOR CALLE 30 A No. 33-51 BUCARAMANGA 6343825 MARIA EUGENIA 
PRADA maria.prada@ucc.edu.co 

33 UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA 
- CALI FACULTAD DE DERECHO DECANO JUAN FELIPE GONZALEZ 

RIOS CARRERA 73 # 2A-80 CALI 4864444 EXT. 2618 DERLIS DE JES-
US REQUENA sergio.mondragon@ucc.edu.co

34 UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA 
- IBAGUÉ FACULTAD DE DERECHO DECANA PAOLA ANDREA CARDO-

NA BUENDIA CALLE 10 No. 1-120 IBAGUÉ 2756050 EXT- 257 EEMELIN  OBIE-
DO BARBOSA emelin.oviedo@ucc.edu.co

35 UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA 
- MEDELLÍN FACULTAD DE DERECHO DECANO JUAN CAMILO CÓRDOBA 

TORO CALLE 50 No. 41-70 BL. 2 MEDELLÍN 2159422 SHIRLEY ARISTI-
ZABAL shirley.aristizabal@ucc.edu.co

36 UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA 
- NEIVA FACULTAD DE DERECHO DECANO ANDRÉS FELIPE URIBE 

CORRALES CALLE 11 No.1G-31 NEIVA 8725900 EXT. 87002 YOLANDA OLAR-
TE PASCUAS yolanda.olarte@ucc.edu.co

37 UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA 
- PASTO FACULTAD DE DERECHO DECANO LIVIO SCHIAVENATO CALLE 18 No. 47-150 TOROBAJO PASTO 7313200 EXT. 18 LILIAN ORTEGA lilian.ortega@ucc.edu.co

38 UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA 
- POPAYÁN FACULTAD DE DERECHO DECANO LUIS GUILLERMO CES-

PEDES CARRERA 17 No. 8-23 POPAYÁN 8310000 EXT. 629
MARÍA BETTY 
BOLAÑOS 
ZULUAGA

maria.bolanos@ucc.edu.co

39 UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA - 
SANTA MARTA FACULTAD DE DERECHO DECANA ERIKA CORREDOR RUIZ CARRETERA TRONCAL DEL CARIBE 

SECTOR MAMATOCO SANTA MARTA 5-4209604 EXT. 5564
MARÍA BETTY 
BOLAÑOS 
ZULUAGA

maria.bolanos@ucc.edu.co

40 UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA - 
VILLAVICENCIO FACULTAD DE DERECHO DECANA ADRIANA MARÍA SERRA-

NO CADAVID
CARRERA 22 No. 7-06 SUR BARRIO 
LA ROSITA VILLAVICENCIO 6818850 EXT. 8560 ROSA MAR-

QUES rosa.marquez@ucc.edu.co

41 UNIVERSIDAD DE BOYACÁ - UNIBOYACA FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y SOCIA-
LES DECANA ETHNA YANIRA ROMERO 

GARZÓN CARRERA 2 ESTE No. 64-169 BOYACÁ - TUNJA 7450000 EXT. 2301 SANDRA GON-
ZALEZ sanmilgonzalez@uniboyaca.edu.co

42 UNIVERSIDAD DE CALDAS FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y SOCIA-
LES DECANO JOSE GREGORIO HER-

NANDEZ PULGARIN

CARRERA 23 No. 58-65. EDIFICIO 
PALO GRANDE. FRENTE A LAS DOS 
`PALMAS

MANIZALES 8862720 EXT. 21120 LUZ EDITH juridicasysoc@ucaldas.edu.co

43 UNIVERSIDAD DE CARTAGENA FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTI-
CAS DECANO YEZID CARRILLO DE LA 

ROSA
CARRERA 6 No. 36-100 CLAUSTRO 
DE SAN AGUSTIN

CARTAGENA DE 
INDIAS, D.T Y C. 6600135 MARY prderecho@unicartagena.edu.co

44 UNIVERSIDAD DE CÓRDOBA FACULTAD DE CIENCIAS ECONÓMICAS, JURÍ-
DICAS Y ADMINISTRATIVA DECANO FRANCISCO TORRES 

HOYOS CARRERA 6 No. 76-103 MONTERIA 7818050 EXT. EMERIS GALIN-
DO ALMANZA derecho@correo.unicordoba.edu.co

45 UNIVERSIDAD DE LA AMAZONÍA FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTI-
CAS DECANO JOSE GUSTAVO RON-

CANCIO RODRIGUEZ
AVENIDA CIRCUNVALAR. BARRIO 
PORVENIR

FLORENCIA - CA-
QUETÁ 4340678 DRINEY fderecho@uniamazonia.edu.co

46 UNIVERSIDAD DE MANIZALES FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS DECANA MARIA TERESA CARRE-
ÑO BUSTAMANTE CARRERA 9 No. 19-03 MANIZALES 8879680 EXT.220 ANDREA safd@umanizales.edu.co

47 UNIVERSIDAD DE MEDELLÍN FACULTAD DE DERECHO DECANO FRANCISCO JAVIER VAL-
DERRAMA BEDOYA CARRERA 87 No. 30-65 MEDELLÍN 3405268 SOL MONTOYA smontoya@udem.edu.co

48 UNIVERSIDAD DE NARIÑO FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTI-
CAS DECANO LEONARDO ENRIQUEZ 

MARTINEZ
CALLE 18 No. 50-02. CIUDAD UNI-
VERSITARIA TORO BAJO PASTO 7315438 GLADYS derecho@udenar.edu.co

49 UNIVERSIDAD DE PAMPLONA FACULTAD DE ARTES Y HUMANIDADES DECANA ROSY EUGENIA REYES 
PINILLA CARRERA 4 No. 4-38 CÚCUTA - PAM-

PLONA
685303 -5685304 EXT. 
223 - 225 rectoria@unipamplona.edu.co

50 UNIVERSIDAD DE SAN BUENAVENTURA - 
BOGOTÁ

FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍ-
TICAS DECANO JUAN CARLOS TRUJILLO 

MAHECHA
CARRERA 8H No. 172-20 EDIFICIO 
DUMS ESCOTTO. OFIC. 511 BOGOTÁ D.C. 6671090 EXT. 324 TERESA AVEN-

DAÑO MANTILLA cjp.secretaria@usbbog.edu.co

51 UNIVERSIDAD DE SAN BUENAVENTURA - 
CALI

FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍ-
TICAS DECANA ALBA LILIANA SILVA DE 

ROA
AVDA 10 DE MAYO. LA UMBRIA. VIA 
A PONCE CALI 3182200 EXT. 213 DORA ESTELLA 

RIVERA mcpalaci@usbcali.edu.co

52 UNIVERSIDAD DE SAN BUENAVENTURA - 
CARTAGENA

FACULTAD DE  DERECHO Y CIENCIAS POLÍ-
TICAS DECANA NINA MARCELA FERRER 

ARAUJO
CALLE REAL DE TERNERA DIAGO-
NAL 32  #30-966

CARTAGENA DE 
INDIAS, D.T Y C. 6-535555 EXT. 120 RUBY GUERRE-

RO YEPES rguerrero@usbctg.edu.co

53 UNIVERSIDAD DE SANTANDER FACULTAD DE  DERECHO Y CIENCIAS POLÍ-
TICAS DECANO EDWIN AMARILLO 

AMARIS CALLE 70 No.55-210 BUCARAMANGA 65165000 EXT.1431 SONIA DUARTE olga.otobo@udes.edu.co

54 UNIVERSIDAD DEL ATLÁNTICO FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS DECANA LENA RODERO ACOSTA KILOMETRO 7. ANTIGUA VIA PUER-
TO COLOMBIA BARRANQUILLA 3197010 MELISSA MU-

ÑOS alinaestevez@dcc.uniatlantico.edu.co

55 UNIVERSIDAD DEL CAUCA FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLÍTI-
CAS Y SOCIALES DECANO GABRIELA RAMIREZ 

ZULUAGA CALLE 5 No. 4-70 POPAYÁN 8209900 EXT. 1202 ADRIANA GAVI-
RIA SOLARTE derecho@unicauca.edu.co

56 UNIVERSIDAD DEL SINÚ FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS, SOCIA-
LES Y EDUCACIÓN DECANO GALO ARMANDO LARA 

CORONEL
CAMPUS. TRANSVERSAL 54 . AVDA 
EL BOSQUE No. 30-453

CARTAGENA DE 
INDIAS, D.T Y C. 6581688 EXT. 156 KIMBERLY secretariaderecho@unisinucartagena.

edu.co
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57 UNIVERSIDAD FRANCISCO DE PAULA SAN-
TANDER - CÚCUTA PROGRAMA DE DERECHO DECANO LUIS EDUARDO TRUJI-

LLO TOSCANO
AVDA GRAN COLOMBIA. No. 12E-99 . 
COLSAG. EDIFICIO CREAD CÚCUTA 5776655 EXT- 838 MIRELLA derecho@ufps.edu.co

58 UNIVERSIDAD FRANCISCO DE PAULA SAN-
TANDER - OCAÑA

FACULTAD DE EDUCACIÓN, ARTES Y HUMA-
NIDADES DECANA NINI MARCELA BONETT VIA ACOLSURE. SEDE EL ALGODO-

NAL OCAÑA 590088 EXT. 217 SISI – MAYRA facultaddeah@ufpso.edu.co

59 UNIVERSIDAD LA GRAN COLOMBIA - ARME-
NIA

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTI-
CAS DECANA ANGELA MARIA NARVAEZ 

OSORIO AVENIDA BOLIVAR No. 7-46 ARMENIA 7460406 MONICA OCAM-
PO secreder2@ugca.edu.co

60 UNIVERSIDAD LA GRAN COLOMBIA - BOGO-
TÁ D.C. FACULTAD DE DERECHO DECANA GLORIA INES QUICENO 

FRANCO CARRERA 6 No. 13-92 PISO 2 BOGOTÁ D.C. 3276999 EXT. 5 YESSICCA jessica.nuvan@ugc.edu.co

61 UNIVERSIDAD LIBRE - BARRANQUILLA FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS SOCIA-
LES DECANA ZHEJER GUTIÉRREZ 

GONZÁLEZ
KILOMETRO 7. ANTIGUA VIA PUER-
TO COLOMBIA BARRANQUILLA 3673800 EXT. 251 MARIA CECILIA 

MAJARRES maria.manjarres@unilibrebaq.edu.co

62 UNIVERSIDAD LIBRE - BOGOTÁ FACULTAD DE DERECHO DECANO FERNANDO ARTURO 
SALINAS SUAREZ CALLE 8 No. 5-80 BOGOTÁ D.C. 3821044 MARIA  ALEJAN-

DRA maria.plazas@unilibre.edu.co

63 UNIVERSIDAD LIBRE - CALI FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLÍTI-
CAS Y SOCIALES DECANO JOSE HOOVER SALAZAR 

RIOS
DIAGONAL 37 A No. 3-29. BARRIO 
SANTA ISABEL CALI 5240007 EXT. 1203 CAROLINA RO-

JAS MARTÍNEZ carolina.rojas@unilibre.edu.co

64 UNIVERSIDAD LIBRE - CARTAGENA FACULTAD DE DERECHO DECANO DAMASO RODRIGUEZ 
PORTILLO

CALLE 30 No. 20-177. PIE DE LA 
POPA

CARTAGENA DE 
INDIAS, D.T Y C. 6562932 CLAUDIA MAR-

TÍNEZ claudia.martinez@unilibre.edu.co

65 UNIVERSIDAD LIBRE - CÚCUTA FACULTAD DE CIENCIAS POLÍTICAS Y SOCIA-
LES DECANA MERCEDES LEONOR 

ILLERA LOBO AVDA 4 No. 12N-81. EL BOSQUE CÚCUTA 5829810 EXT. 232 ERWIN PARRA erwin.parra@unilibrecucuta.edu.co

66 UNIVERSIDAD LIBRE - PEREIRA FACULTAD DE DERECHO DECANA LUISA FERNANDA HUR-
TADO CASTRILLON CALLE 40 No. 7-30 PEREIRA 3147512 MARIELA MON-

TOYA secrederecho@unilibrepereira.edu.co

67 UNIVERSIDAD MANUELA BELTRAN BOGOTÁ FACULTAD DE DERECHO DECANO JHON JAIRO CARVAJAL 
ACEVEDO AVENIDA CIRCUNVALAR No. 60-00 BOGOTA 5460600 EXT. 1490 LORENA DIAZ 

LOPEZ sec.derecho@umb.edu.co

68 UNIVERSIDAD MARIANA PROGRAMA DE DERECHO DIREC-
TOR

AURA ROSA ROSERO DE 
CABRERA CALLE 18 No. 34-104 PASTO 7314923 EXT. 217 MARIA ELENA mrodriguez@umariana.edu.co

69 UNIVERSIDAD MILITAR NUEVA GRANADA FACULTAD DE DERECHO DECANA CLAUIDA MARGARITA 
MARTINEZ SANABRIA CARRERA 11 No. 101-80 BOGOTÁ D.C. 6500000 EXT. 1231 CINDY ROMERO cindy.romero@unimilitar.edu.co

70 UNIVERSIDAD MILITAR NUEVA GRANADA - 
CAJCA FACULTAD DE DERECHO DECANA CLAUDIA ELENA FORERO 

FORERO 
CAJICA KILOMETRO 3 VÍA ZIPAQUI-
RA CAJICA 6500000 ETX 3204-

3205
MONICA T CAS-
TELLANOS facderecho.campus@unimilitar.edu.co

71 UNIVERSIDAD NACIONAL ABIERTA Y A DIS-
TANCIA - UNAD

ESCUELA DE CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍTI-
CAS DECANA ALBA LUZ SERRANO 

RUBIANO CALLE 14 SUR No. 14-23 BOGOTÁ D.C. 3443700 EXT. 1548-
1557 nohemy.calderon@unad.edu.co

72 UNIVERSIDAD PEDAGOGICA Y TECNOLOGI-
CA DE COLOMBIA

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS SOCIA-
LES DECANO LUIS BERNARDO DÍAZ 

GAMBOA CARRETERA CENTRAL DEL NORTE TUNJA 7404933 LUISA C. ALVA-
REZ ULLOA luisa.alvarez@uptc.edu.co

73 UNIVERSIDAD PONTIFICIA BOLIVARIANA - 
MONTERIA FACULTAD DE DERECHO DECANO JAIRO ALFONSO LORA 

VILLA
KILOMETRO 8. VIA CERETA. CAM-
PUS UNIVERSIDAD PONTIFICIA MONTERIA 7860146 EXT. 148 NATALIA LÓPEZ 

FUENTES derecho.monteria@upb.edu.co

74 UNIVERSIDAD SANTIAGO DE CALI FACULTAD DE DERECHO DECANO DIEGO LEÓN GOMEZ 
MARTINEZ CALLE 5 No. 62-00 CALI 5183000 YULIETH TATIA-

NA O yuliethgil@usc.edu.co

75 UNIVERSIDAD SANTO TOMÁS - BOGOTÁ FACULTAD DE DERECHO DECANO ALEJANDRO GOMEZ 
JARAMILLO CARRERA 9 No. 72-90 PISO 10 BOGOTÁ D.C. 5401459 DIANA CASTA-

ÑEDA secre.derecho@usantotomas.edu.co

76 UNIVERSIDAD SANTO TOMÁS - BUCARA-
MANGA FACULTAD DE DERECHO DECANA JOHANA SARIT RIAÑO 

ACOSTA CARRERA 18 No. 9-27 BUCARAMANGA 6800801 EX. 2411 RUTH LIBIA secdivcihu@ustabuca.edu.co

77 UNIVERSIDAD SANTO TOMÁS - TUNJA FACULTAD DE DERECHO DECANA D.E. NUBIA LORENA 
DAZA LOPEZ CALLE 19 No. 11-64 TUNJA 7440404 EXT. 31020 DIANA aux1.derecho@ustatunja.edu.co

78 UNIVERSIDAD SERGIO ARBOLEDA - BARRAN-
QUILLA FACULTAD DE DERECHO DECANO ALFREDO MENDEZ 

ALZAMORA CARRERA 58 No. 68-91 BARRANQUILLA 3689417 ETX: 2728 LILIANA CAR-
DOZA liliana.cardoza@usa.edu.co

79 UNIVERSIDAD SERGIO ARBOLEDA - BOGOTÁ 
D.C.

ESCUELA DE DERECHO “RODRIGO DE BAS-
TIDAS” DECANO LEONARDO ENRIQUE 

ESPINOSA QUINTERO CALLE 74 No. 14-14 BOGOTÁ D.C. 3257500 KAREN JOHANA 
RAMIREZ karen.ramirez@usa.edu.co

80 UNIVERSIDAD SERGIO ARBOLEDA - SANTA 
MARTA

ESCUELA DE DERECHO “RODRIGO DE BAS-
TIDAS” DECANO ALREDO MENDEZ ALZA-

MORA CALLE 18 No. 14A-18 SANTA MARTA 4346444 EXT. 107 HERLIZ JULIETT 
PALLARES herliz.pallares@usa.edu 

81 UNIVERSIDAD SIMÓN BOLÍVAR - BARRAN-
QUILLA FACULTAD DE DERECHO DECANO PORFIRIO BAYUELO 

SCHOONEWOLFF CARRERA 59 No. 59-92 BARRANQUILLA 3441265 EXT. 123 ROSA RUIZ cguette@unisimonbolivar.edu.co

82 UNIVERSIDAD SIMÓN BOLÍVAR - CÚCUTA FACULTAD DE DERECHO DECANA SHIRLEY RAMIREZ 
VILLAMIZAR CALLE 14 No. 3-49 BARRIO LA PLAYA CÚCUTA 7-5712621 EXT 145 ZULAY z.sepulveda@unisimonbolivar.edu.co

83 UNIVERSIDAD SURCOLOMBIANA FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍ-
TICAS DECANO LEONEL CHARRY 

VILLALBA
AVENIDA PASTRANA BORRERO . 
CARRERA 1 NEIVA 8754442 MARIA CRISTINA facultaderecho@usco.edu.co

84 UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DEL CHOCÓ 
“DIEGO LUIS CÓRDOBA”

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTI-
CAS DECANO RICARDO EMIRO LEDEZ-

MA COPETE
CIUDADELA UNIVERSITARIA BARRIO 
METRANO QUIBDÓ - CHOCO 6726565 PILAR ARIAS carjucoarias@hotmail.com
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ACOFADE tras 
sus quince años de exis-

tencia, ha consolidado el respaldo 
de más de 80 Facultades de Dere-
cho en la actualidad, trabajando en 
pro de la calidad en la enseñanza de 
las ciencias jurídicas. Generando así 
una sinergia importante en favor de 
la comunidad académica, con la Em-
bajada de los Estados Unidos en Co-
lombia a través del Departamento de 
Justicia (DOJ – OPDAT), hace ya va-
rios años, y en esta oportunidad con 
el apoyo de la Procuraduría General 
de la Nación en cabeza del Institu-
to de Estudios del Ministerio Públi-
co realizó la IV edición del Concurso 
Universitario Internacional en Litiga-
ción Oral “Sistema Penal Acusatorio 
2018”.

El concurso ha sido creado para 
fomentar la educación legal en las 
técnicas del proceso oral acusatorio 
y la utilización de la oralidad como 
método para garantizar efectividad, 
transparencia, concentración y con-

tradicción proba-
toria en los litigios judi-

ciales. El concurso universitario se 
fundamenta principalmente en la ne-
cesidad de una transformación de la 
cultura procesal desde la universidad 
colombiana, e involucra a directivas, 
profesores y estudiantes de pregrado.

En esta cuarta edición, ACOFADE 
inició la difusión en el mes de agos-
to, logrando la inscripción de catorce 
(14) grupos, entre los cuales se sorteó 
los roles tanto de Defensa como Fis-
calía, quienes debieron diligenciar los 
respectivos formularios especifican-
do quienes serían los dos abogados y 
tres testigos, o los dos fiscales y tres 
testigos según el caso.

Gracias al prestigio del concurso se 
contó con el apoyo y concurrencia de 
catorce evaluadores, quienes fueron 
elegidos por su conocimiento y ex-
perticia en el concurso, con altísimas 
calidades académicas y profesionales 
que trabajan diariamente inmersos 
en procesos penales, adicional a ello y 
para asemejar la experiencia a un jui-
cio real, se contó con la participación 

de procuradores 
judiciales delegados para 

asuntos penales, participando en las 
audiencias, este apoyo gracias a la 
amplia cobertura que la Procuraduría 
General de la Nación le brindó al con-
curso facilitando sus instalaciones, 
así como algunos de sus funcionarios 
para este ejercicio.

Llegada la primera jornada de au-
diencias, el día 30 de octubre, se re-
partieron los grupos, la mitad de ellos 
realizaron la simulación en la sala de 
audiencias de la Procuraduría Gene-
ral de la Nación, y la otra mitad en la 
sede de posgrados de la Universidad 
Cooperativa de Colom-
bia, en un hora-
rio de las 8 am a 
5 pm, producto 
de esto se cono-
cieron a los cua-
tro finalistas. 

El día 31 de 
Octubre en la 
sala de audien-
cias de la Procu-
raduría General 
de la Nación, en 
la jornada de la 
mañana se reali-
zó el primer jui-

cio simulado de la final, 
entre la Universidad CESMAG rol 

Fiscalía y la Universidad Santo To-
más rol Defensa, en las horas de la 
tarde se realizó el segundo juicio si-
mulado de la final, entre la Universi-
dad Mariana de Pasto Rol Fiscalía y 
la Universidad CESMAG rol Defensa, 
luego de realizar el conteo se determi-
nó como Ganador del Primer puesto 
a la Universidad CESMAG rol Fiscalía 
y en segundo lugar a la Universidad 
Santo Tomas rol Defensa. Dos grupos 
a los cuales ACOFADE felicita y quie-
nes se han hecho acreedores a la vi-
sita del sector justicia en la ciudad de 
Washington para conocer el sistema 
penal de los Estados Unidos. 
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PRIMERO: Supremacía de la Consti-
tución Política

ARTICULO 4. La Constitución es norma 
de normas. En todo caso de incompatibi-
lidad entre la Constitución y la ley u otra 
norma jurídica, se aplicarán las disposi-
ciones constitucionales.

Es deber de los nacionales y de los ex-
tranjeros en Colombia acatar la Consti-
tución y las leyes, y respetar y obedecer 
a las autoridades.

SEGUNDO: Derecho fundamental a 
la Igualdad

ARTICULO 13. Todas las personas na-
cen libres e iguales ante la ley, recibirán 
la misma protección y trato de las auto-
ridades y gozarán de los mismos dere-
chos, libertades y oportunidades sin nin-
guna discriminación por razones de sexo, 
raza, origen nacional o familiar, lengua, 
religión, opinión política o filosófica.

El Estado promoverá las condiciones 
para que la igualdad sea real y efectiva 

y adoptará medidas en favor de grupos 
discriminados o marginados.

El Estado protegerá especialmente a 
aquellas personas que, por su condición 
económica, física o mental, se encuentren 
en circunstancia de debilidad manifiesta 
y sancionará los abusos o maltratos que 
contra ellas se cometan.

TERCERO: Derecho Fundamental de 
ejercer una profesión u oficio

ARTICULO 26. Toda persona es libre 
de escoger profesión u oficio. La ley po-
drá exigir títulos de idoneidad. Las au-
toridades competentes inspeccionarán y 
vigilarán el ejercicio de las profesiones. 
Las ocupaciones, artes y oficios que no 
exijan formación académica son de libre 
ejercicio, salvo aquellas que impliquen 
un riesgo social.

Las profesiones legalmente reconocidas 
pueden organizarse en colegios. La es-
tructura interna y el funcionamiento de 
éstos deberán ser democráticos. La ley 
podrá asignarles funciones públicas y 
establecer los debidos controles.

ACCIÓN PÚBLICA DE
INCONSTITUCIONALIDAD

Bogotá D.C. 21 de septiembre 2018

HONORABLES MAGISTRADOS 

CORTE CONSTITUCIONAL 

(Reparto)

REF: ACCIÓN PÚBLICA DE INCONSTITUCIONALIDAD

PORFIRIO ANDRES BAYUELO SHOONEWOLFF, ciudadano colombiano mayor 
de edad, identificado con la cédula de ciudadanía No.8706310, expedida en Ba-
rranquilla, abogado en ejercicio, obrando en nombre de la ASOCIACION COLOM-
BIANA DE FACULTADES DE DERECHO en mi calidad de Presidente, con domicilio 
en la ciudad de Bogotá, respetuosamente me dirijo a ustedes en uso de mis dere-
chos y deberes consagrados en el numeral 6 del artículo 40 y en el numeral 7 del 
artículo 95 de la Constitución Política de 1991, con el fin de interponer la acción de 
inconstitucionalidad contra la Ley 1905 de 2018 , por cuanto contraria la Consti-
tución Política en sus artículos 4,13,26,27,67,152 literal a,189 numeral 21,209 
y 257 como se sustenta a continuación:

NORMA CONSTITUCIONAL VULNERADA

CUARTO: Derecho fundamental a la 
libertad de cátedra

ARTICULO 27. El Estado garantiza las 
libertades de enseñanza, aprendizaje, 
investigación y cátedra.

QUINTO: Obligación del Estado en la 
Suprema Inspección y vigilancia de 
la educación 

ARTICULO 67. La educación es un de-
recho de la persona y un servicio públi-
co que tiene una función social; con ella 
se busca el acceso al conocimiento, a la 
ciencia, a la técnica, y a los demás bie-
nes y valores de la cultura.

(…)

Corresponde al Estado regular y ejercer 
la suprema inspección y vigilancia de la 
educación con el fin de velar por su cali-
dad, (…)

SEXTO: Objeto de Las Leyes Estatu-
tarias

ARTICULO 152. Mediante las leyes es-
tatutarias, el Congreso de la República 
regulará las siguientes materias:

a)	 Derechos y deberes fundamenta-
les de las personas y los procedi-
mientos y recursos para su pro-
tección;

 (…)

SEPTIMO: Potestad del presidente de 
inspección y vigilancia a la enseñan-
za

ARTICULO 189.  Corresponde al presi-
dente de la República como Jefe de Esta-
do, jefe del Gobierno y Suprema Autori-
dad Administrativa:

(…)

21. Ejercer la inspección y vigilancia de 
la enseñanza conforme a la ley.

(…)

OCTAVO: Principios Constituciona-
les de la función administrativa

ARTICULO 209. La función administra-
tiva está al servicio de los intereses ge-

nerales y se desarrolla con fundamento 
en los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcia-
lidad y publicidad, mediante la descen-
tralización, la delegación y la desconcen-
tración de funciones.

Las autoridades administrativas de-
ben coordinar sus actuaciones para el 
adecuado cumplimiento de los fines del 
Estado. La administración pública, en 
todos sus órdenes, tendrá un control in-
terno que se ejercerá en los términos que 
señale la ley.

NOVENO: Funciones Constituciona-
les del Consejo Superior de la Judi-
catura

ARTICULO 257. Con sujeción a la ley, el 
Consejo Superior de la Judicatura cum-
plirá las siguientes funciones:

1.	 Fijar la división del territorio para 
efectos judiciales y ubicar y redis-
tribuir los despachos judiciales.

2.	 Crear, suprimir, fusionar y trasla-
dar cargos en la administración de 
justicia. En ejercicio de esta atri-
bución, el Consejo Superior de la 
Judicatura no podrá establecer a 
cargo del Tesoro obligaciones que 
excedan el monto global fijado para 
el respectivo servicio en la ley de 
apropiaciones iniciales.

3.	 Dictar los reglamentos necesarios 
para el eficaz funcionamiento de 
la administración de justicia, los 
relacionados con la organización y 
funciones internas asignadas a los 
distintos cargos y la regulación de 
los trámites judiciales y administra-
tivos que se adelanten en los despa-
chos judiciales, en los aspectos no 
previstos por el legislador.

4.	 Proponer proyectos de ley relativos 
a la administración de justicia y a 
los códigos sustantivos y procedi-
mentales.

5.	 Las demás que señale la ley.
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La norma que me permito citar a conti-
nuación le formulo los cargos de incons-
titucionalidad en cuanto a la forma, 
en lo que respecta a su procedimiento 
legislativo de expedición, como en su 

contenido, dado que infringe, vulnera 
y afecta abiertamente las disposiciones 
constitucionales mencionadas en el ca-
pítulo anterior.

NORMA DEMANDADA

LEY No.1905 28 JUN 2018
“Por la cual se dictan disposiciones relacionadas con el ejercicio de la profesión de 
abogado.”

EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA:

Artículo 1°. Para ejercer la profesión de abogado, además de los requisitos exigidos 
en las normas legales vigentes, el graduado deberá acreditar certificación de apro-
bación del Examen de Estado que para el efecto realice el Consejo Superior de la 
Judicatura (CSJ), directamente o a través de una Institución de Educación Superior 
acreditada en Alta Calidad que se contrate para tal fin.

Se entenderá aprobado el Examen de Estado cuando el resultado supere la media 
del puntaje nacional de la respectiva prueba. En el resultado individual de cada 
examen, el CSJ señalará la representación porcentual del puntaje obtenido sobre la 
media nacional.

Parágrafo 1°. Si el egresado o graduado no aprueba el examen, se podrá presentar 
en las siguientes convocatorias que señale el CSJ hasta tanto obtenga el porcentaje 
mínimo exigido.

Parágrafo 2°. La certificación de la aprobación del Examen de Estado será exigida 
por el Consejo Superior de la Judicatura o por el órgano que haga sus veces para 
la expedición de la Tarjeta Profesional de Abogado. Para ser representante de una 
persona natural o jurídica para cualquier trámite que requiera un abogado, será 
necesario contar con la tarjeta profesional de abogado, que solo se otorgará a quie-
nes hayan aprobado el examen. Para las demás actividades no se requerirá tarjeta 
profesional.

Artículo 2°. El requisito de idoneidad para el ejercicio de la profesión de abogado 
establecido en la presente ley se aplicará a quienes inicien la carrera de derecho 
después de su promulgación.

Artículo 3°. Vigencia y derogatorias. La presente ley deroga las normas que le sean 
contrarias y rige a partir de la fecha de su promulgación.

FUNDAMENTOS DE LA VIOLACIÓN
En la Asociación Colombiana de Fa-
cultades de Derecho (ACOFADE), en 
calidad de representante y vocero de 
ochenta y cuatro (84) Facultades de De-
recho en Colombia, que hacen parte de 
diferentes Instituciones de Educación 
Superior (Públicas, privadas, católicas, 
protestantes, cristianas, laicas, acre-
ditadas y no acreditadas), ubicadas en 
todas las regiones del país, observamos 

con preocupación los términos en los 
cuales se dio la expedición de esta ley.

Haciendo un análisis de nuestra Cons-
titución de 1991, así mismo de la juris-
prudencia Constitucional y las demás 
disposiciones que se relacionan direc-
tamente con el objeto de la ley acusa-
da como inconstitucional “Ley 1905 de 
2018” “Por la cual se dictan disposicio-

nes relacionadas con el ejercicio de la 
profesión de abogado.”

Consideramos en primer lugar, que 
esta, al crear un nuevo requisito para 
el ejercicio de la profesión de abogado, 
les impone a los egresados de las Facul-
tades de Derecho una nueva carga eco-
nómica y académica, al deber acreditar 
la aprobación de un examen de Estado, 
adicional al examen obligatorio de Esta-
do, denominado Pruebas Saber Pro. El 
nuevo examen estaría a cargo del Con-
sejo Superior de la Judicatura, lo que a 
nuestro parecer viola, vulnera y afecta 
considerablemente el núcleo esencial de 
varios derechos constitucionales funda-
mentales, los cuales me permito susten-
tar:

PRIMERO: INCONSTITUCIONALIDAD 
POR VICIOS DE FORMA EN SU PROCE-
DIMIENTO. 

Muy respetuosamente de las competen-
cias que le corresponden al legislador en 
materia educativa, consideramos que el 
trámite que se le dio a esta norma no 
es el que por su naturaleza correspon-
de, dado que el congreso quebrantó los 
requisitos impuestos por el orden jurí-
dico, violando la reserva de ley estatuta-
ria, afectando así el contenido de esta. 
En efecto, la Constitución establece que 
las normativas que versen sobre temas 
relacionados con los derechos funda-
mentales deben darse mediante el trá-
mite de leyes estatutarias.

De esta manera, la Corte Constitucional 
estableció dicha obligación en el con-
cepto que diera sobre los vicios de forma 
en el trámite legislativo contenido en la 
sentencia C-1177/04:

“Los vicios de forma están constituidos 
por todas aquellas irregularidades en 
que se incurre durante el trámite o proce-
so legislativo, materializados en la omi-
sión o quebrantamiento de cualquiera de 
los requisitos extrínsecos impuestos por 
el orden jurídico al proceso de formación 
y aprobación de las leyes, y que tienden 
a afectar de manera parcial o definitiva la 
eficacia y validez de la mismas en cuan-
to a la solemnidad viciada. Ciertamente, 

en oposición a los vicios materiales o de 
fondo, que se predican de la esencia del 
acto jurídico y que sí afectan su conteni-
do, los vicios de forma se limitan a des-
conocer aspectos rituales que, aunque 
fundamentales al proceso legislativo, 
están circunscritos al ámbito del debate, 
aprobación y promulgación de las leyes 
y no a su contenido propiamente dicho, 
por lo que se reputan defectos menores 
que por su naturaleza y por razones de 
seguridad jurídica pueden sanearse con 
el transcurso del tiempo.” 

Previo a la exposición de lo que conside-
ró como vicios de forma por violación de 
la reserva de ley estatutaria, nos permi-
timos precisar que estamos dentro del 
término para alegar los mismos, razón 
por la cual la Corte no podría inhibir-
se para fallar este cargo de inconstitu-
cionalidad, puesto que según el artículo 
242 numeral 3 de la Constitución se es-
tablece que:

Artículo 242: Los procesos que se ade-
lanten ante la Corte Constitucional en 
las materias a que se refiere este título, 
serán regulados por la ley conforme a las 
siguientes disposiciones:

Numeral 3. Las acciones por vicios de 
forma caducan en el término de un año, 
contado desde la publicación del respec-
tivo acto.

Teniendo como fecha la publicación de 
la ley acusada el día 28 de junio del 
2018, consideramos que estamos en el 
término legal para actuar en derecho. 

La normativa acusada nació a nuestro 
ordenamiento jurídico por un trámite 
de ley ordinaria, el cual consideramos, 
no es el que corresponde a la luz de la 
Constitución y los pronunciamientos de 
la Corte Constitucional, puesto que es 
violatoria de la cláusula de reserva de 
ley estatutaria en materia de derechos y 
deberes fundamentales, dado que como 
lo menciona el artículo 152 Constitucio-
nal literal a 

ARTICULO 152.  Mediante las leyes es-
tatutarias, el Congreso de la República 
regulará las siguientes materias: a) De-
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rechos y deberes fundamentales de las 
personas y los procedimientos y recur-
sos para su protección (…)

La normativa acusada de inconstitucio-
nalidad por cuanto viola la cláusula de 
reserva de ley estatutaria en el ámbito de 
los derechos fundamentales, puesto que 
su contenido va más allá de un evento 
ligado a estos derechos, afectando los 
elementos estructurales de los mismos. 
En este sentido, según la Corte Consti-
tucional en su sentencia C-223/17, la 
cual recoge el desarrollo de los criterios 
de evaluación de la reserva de ley es-
tatutaria, realizando con ellos una pre-
sentación sintética, ilustrándolos como 
pautas para la evaluación de la cláusu-
la reserva de ley estatutaria, En el caso 
que nos ocupa, al analizar la ley acu-
sada, observo que hay una afectación a 
los derechos fundamentales en virtud 
de estos criterios: 

“En consecuencia, y de conformidad con 
los criterios desarrollados por la jurispru-
dencia, deberán tramitarse a través de 
una ley estatutaria: (i) los elementos es-
tructurales del derecho fundamental de-
finidos en la Constitución, (ii) cuando se 
expida una normatividad que consagre 
los límites, restricciones, excepciones y 
prohibiciones que afecten el núcleo esen-
cial, (iii) cuando el legislador tenga la 
pretensión de regular la materia de ma-
nera integral, estructural y completa […], 
(iv) que aludan a la estructura general y 
principios reguladores y (v) que refieran 
a leyes que traten situaciones principa-
les e importantes de los derechos.”

Dicho esto, la Corte en la misma provi-
dencia expone como identificar esos ele-
mentos estructurales del derecho fun-
damental así:

“Ahora bien, para definir los elementos 
estructurales esenciales, la jurispruden-
cia constitucional se ha valido de la teo-
ría del núcleo esencial. Según esta teoría 
los derechos fundamentales tienen (i) un 
núcleo o contenido básico que no puede 
ser limitado por las mayorías políticas ni 
desconocido en ningún caso, ni siquiera 
cuando un derecho fundamental colisio-

na con otro de la misma naturaleza o con 
otro principio constitucional, y (ii) un con-
tenido adyacente objeto de regulación.”

La “ley 1905 de 2018” consagra enton-
ces una afectación al núcleo esencial 
del derecho fundamental a ejercer una 
profesión u oficio, porque sus elementos 
afectan la libertad que consagra el artí-
culo 26 Constitucional por tanto la limi-
ta y restringe. Teniendo en cuenta esto, 
esta honorable corporación ha estable-
cido en la sentencia C-756/08 el núcleo 
esencial del Derecho a ejercer profesión 
u oficio:

El núcleo esencial del derecho funda-
mental al ejercicio de la profesión supo-
ne, entre otros aspectos, la existencia y 
goce de la facultad que el Estado otorga 
o reconoce a una persona para desempe-
ñarse en el campo técnico en el que su ti-
tular acreditó conocimientos y aptitudes. 
De igual manera, hace parte del mínimo 
de protección del derecho la posibilidad 
de desarrollar, aplicar y aprovechar los 
conocimientos profesionales adquiridos, 
en condiciones de igualdad, dignidad y 
libertad. Se afecta el contenido mínimo 
de este derecho fundamental cuando el 
legislador exige requisitos que vulneren 
el principio de igualdad o restrinjan más 
allá de lo estrictamente necesario el ac-
ceso a un puesto de trabajo o impongan 
condiciones exageradas para la adquisi-
ción del título de idoneidad.

Así las cosas, el legislador exige un 
nuevo requisito (restrictivo, limitante y 
exclusivo, para quienes cursan progra-
mas de pregrado en Derecho, en todas 
las instituciones de educación superior. 
En consecuencia, se aprecia que los te-
mas generales que esta ley regula ha-
cen parte de aquellos excluidos de la 
competencia ordinaria de configuración 
legislativa. Aparte de ser la única profe-
sión liberal a la cual el legislador le im-
pone dicha restricción. Lo que vulnera 
el principio de libertad de ejercicio pro-
fesional e igualdad de tratamiento entre 
las profesiones.

Entendiendo a Colombia como un Esta-
do social de Derecho, como lo menciona 

nuestra Carta Constitucional de 1991, 
es un principio esencial del mismo so-
meter a los poderes públicos al respeto 
y garantía de los derechos fundamenta-
les, y en especial para aplicar las reser-
vas de ley, adecuadas cuando se quie-
re crear limitaciones a estos derechos. 
En este caso el de ejercer la profesión 
de abogado, imponiendo vía ley ordi-
naria un nuevo requisito que se mate-
rializa como otro examen en cabeza del 
Estado, que restringe la aplicación y el 
aprovechamiento de los conocimientos 
adquiridos, tras completar los múltiples 
requisitos necesarios para obtener el tí-
tulo de abogado, que existen desde an-
tes de la expedición de la ley acusada: 
tesis de grado, preparatorios, judicatu-
ra, práctica jurídica y examen Pruebas 
Saber Pro.

La jurisprudencia de la Corte Constitu-
cional como lo menciona la misma pro-
videncia incluso ha dado una amplia 
protección garantizando la reserva de 
ley estatutaria cuando se traten temas 
principales e importantes de los dere-
chos:

“existe un principio general establecido 
en nuestra Constitución Política, según 
el cual aquellas leyes que traten sobre 
situaciones principales e importantes de 
los derechos fundamentales o sus meca-
nismos de protección deben ser tramita-
das a través del procedimiento de una 
ley estatutaria.  Es decir, se presenta una 
reserva de ley estatutaria.  No obstante, 
lo anterior, la jurisprudencia de esta Cor-
poración ha entendido que el análisis de 
dicho principio no debe ser radical por 
cuanto dejaría vacía la competencia del 
legislador ordinario; quien en muchas 
ocasiones expide leyes que de una u otra 
manera vinculan tangencialmente dere-
chos fundamentales, tratando situacio-
nes no principales y menos importantes 
de este tipo de derechos”

Si bien es cierto, cabe reconocer que 
esta reserva de ley estatutaria es excep-
cional, por cuanto, aplicarla en todos los 
casos dejaría vaciá la competencia ordi-
naria del legislador y buscaría petrificar 
el ordenamiento jurídico; en este caso, 

no se esta regulando un tema vinculado 
tangencialmente a los derechos o una 
situación no principal del derecho.

En este sentido, la afectación al núcleo 
esencial es directa por cuento impone 
una restricción de ejercer una profesión 
determinada e impone una limitación 
que hasta el momento había sido inne-
cesaria, a los ciudadanos que se prepa-
raron y completaron los requisitos que 
en la actualidad existen para ejercer 
la profesión de abogado. La honorable 
Corte Constitucional ha manifestado 
que, es claro que cuando el legislador 
regula, limita, restringe o establece pro-
hibiciones en el núcleo esencial de un 
derecho fundamental, tiene una carga 
argumentativa mayor que debe expre-
sarse en debates ideológicos claros y 
específicos y en consensos mayoritarios 
en la elaboración del proyecto de ley, 
pues la importancia que para el Esta-
do Constitucional tienen los derechos 
fundamentales, exige que el legislador 
adelante un análisis no sólo sobre la 
necesidad, idoneidad y proporcionali-
dad de las limitaciones del derecho fun-
damental, sino también una valoración 
especial de conveniencia y oportunidad 
de los resultados de la restricción del 
derecho en la práctica.

En esta ocasión, cuando se presentó el 
trámite legislativo ordinario, no se dio 
la oportunidad de participar en la cons-
trucción del proyecto de ley a los secto-
res que se verían afectados, en el caso 
concreto de la Asociación Colombiana 
de Facultades de Derecho ACOFADE, 
que representa a más de ochenta facul-
tades de Derecho en el país, no se le in-
vitó, o se dio la oportunidad de expresar 
las preocupaciones propias por parte de 
los Decanos y directores de programa 
de Derecho. Quienes finalmente son los 
que tienen contacto directo con la co-
munidad académica y quienes conocen 
de primera mano la conveniencia y ne-
cesidad o no de crear una limitación al 
derecho fundamental de ejercer la pro-
fesión de abogado.

Tampoco se participó de estas discusio-
nes a los colegios de abogados ni a la 
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Academia colombiana de jurispruden-
cia, lo que consideramos una grave falta 
de participación democrática a una dis-
cusión que no compete solo a los con-
gresistas.

En este contexto, la “ley 1905 de 2018” 
impone un examen practicado por una 
entidad del Estado, que pretenderá 
evaluar únicamente a quienes son es-
tudiantes de pregrado en un programa 
de Derecho, situación que vulnera cla-
ramente el núcleo esencial del derecho 
fundamental a ejercer libremente una 
profesión, por cuanto crea una nueva 
limitación a la cual solo los estudiantes 
de Derecho deben someterse, impidien-
do que los mismos, después de certificar 
los múltiples requisitos que ya tienen 
en su Facultad para obtener el título de 
abogado, tengan otro nuevo en cabeza 
del Estado.

Además, el derecho fundamental a ejer-
cer una profesión u oficio está directa-
mente ligado con el derecho al trabajo. 
Si bien la ley acusada tiene como fin evi-
tar la práctica del Derecho a profesiona-
les de mala calidad, busca también limi-
tar el ejercicio profesional, creando una 
nueva certificación estatal de la idonei-
dad, que merece un debate más amplio 
y un trámite legislativo más profundo. 
Dicho certificado contaría la certifica-
ción universitaria de abogado.

Esos derechos fundamentales se ven li-
mitados con la nueva autorización que 
el Estado debe brindar o no a su titular 
de desempeñar la profesión, al acreditar 
adicionalmente el cumplimiento de los 
otros múltiples requisitos y condiciones para 
obtener el título como abogado, entonces. 
Como la norma acusada se dirige a res-
tringir el ejercicio de la profesión, es cla-
ro que el proceso de examinar exclusi-
vamente a los futuros profesionales del 
Derecho por parte de una entidad esta-
tal toca el núcleo esencial del derecho.

Si bien se ha expuesto con suficiencia 
por parte de la Corte Constitucional que 
el hecho de crear una regulación para 
un derecho fundamental no es por de-
finición inconstitucional, puesto que no 

se está discutiendo que el legislador ex-
cediera su facultad de inspección y vigi-
lancia en las profesiones, o que no pu-
diese exigir títulos de idoneidad cuando 
las profesiones generan riesgos sociales, 
o que se modifique o renueve los requi-
sitos para el ejercicio de una profesión, 
también es cierto que sólo a los progra-
mas de derecho se les impone dicha li-
mitación, a través de una ley ordinaria.

En efecto, el problema jurídico de la ley 
acusada es que la misma se ha expedido 
por un trámite de ley ordinaria, a pesar 
de que pretende regular el núcleo esen-
cial del derecho fundamental de ejercer 
una profesión y el trabajo de quienes se 
forman y cumplen los múltiples requi-
sitos ya establecidos para recibir el tí-
tulo de abogados. Si bien es cierto, es 
válido constitucionalmente que el legis-
lador busque garantizar la idoneidad de 
los profesionales que quieran ejercer la 
profesión de abogado y la calidad de la 
prestación de los servicios jurídicos y 
que para ello podría exigirles un nue-
vo requisito de evaluación por parte del 
Estado, no lo es menos, que el impacto 
de la medida debe ser suficientemente 
analizado y ponderado por el legislador 
estatutario, de tal forma que se apruebe 
con la participación mayoritaria exigida 
en la Constitución y el consenso político 
requerido al diseñar un modelo de eva-
luación de conocimientos y destrezas 
que puede generar la prohibición o el 
impedimento del ejercicio de una profe-
sión para que la misma sea autorizada 
por el Estado.

SEGUNDO: INCONSTITUCIONALIDAD 
POR VICIOS DE FONDO EN LA ATRI-
BUCION DE FUNCIONES.

Además, que la ley como se alegó en el 
punto anterior, carece en la forma del 
trámite correcto para su expedición, por 
violación a la cláusula de reserva de ley 
estatutaria, también su contenido de 
fondo es contrario a lo que establece la 
Constitución de 1991.

El artículo 4 de constitucional establece 
la supremacía de nuestra constitucio-
nal, denominándola norma de normas, 

que, conformando en conjunto con los 
tratados internacionales ratificados por 
el estado, forman el Bloque de Constitu-
cionalidad, es la directriz principal del 
ordenamiento jurídico colombiano. A la 
luz de la Constitución Política, las leyes 
deben estar en concordancia con la nor-
ma superior, no sólo en lo que respecta 
a su contenido sustantivo sino también 
a su contenido orgánico, el cual esta-
blece las funciones constitucionales de 
cada órgano del estado en las ramas del 
poder público.

En este caso, la disposición legal acu-
sada “ley 1905 de 2018”, crea una fa-
cultad nueva al Consejo Superior de la 
Judicatura, y lo convierte en un órgano 
evaluador de los estudiantes de Derecho 
próximos a obtener su título de pregrado en 
Colombia, practicándoles un examen de 
Estado, adicional a los requisitos que ya 
tienen quienes quieren ejercer la carre-
ra de abogados. Función contraria a la 
Constitución, puesto que la potestad de 
inspección y vigilancia a la que está so-
metida la enseñanza pertenece al Presi-
dente de la Republica consagrado en los 
artículos 67 y 189 - 21 Constitucional, 
quien a delegado en el ICFES, la evalua-
ción de las competencias profesionales 
en Colombia.

Por dicho mandato Constitucional es 
que el Gobierno Nacional ha ejecutado 
esta función por medio del Ministerio de 
Educación Nacional, sobre quien recae 
la competencia inspección y vigilancia 
de la educación, y proporcionar infor-
mación para el mejoramiento de la ca-
lidad de la educación, en este caso la 
educación superior. En efecto, la ley 
1324 de 2009 “por la cual se fijan pará-
metros y criterios para organizar el sis-
tema de evaluación de resultados de la 
calidad de la educación, se dictan nor-
mas para el fomento de una cultura de 
la evaluación, en procura de facilitar la 
inspección y vigilancia del Estado y se 
transforma el ICFES.” Establece que en 
arás de cumplir el mandato constitucio-
nal de inspección y vigilancia de la edu-
cación, el ICFES, como empresa estatal 
de carácter social, descentralizada del 

orden nacional, con personería jurídica, 
de carácter especial y adscrita al Minis-
terio de Educación. Por objeto de la ley, 
se le atribuye al ICFES, la posibilidad 
de ofrecer el servicio de evaluación de 
la educación en todos sus niveles y ade-
lantar investigación sobre los factores 
que inciden en la calidad educativa, con 
la finalidad de ofrecer información para 
mejorar la calidad de la educación.

Pese a la potestad legislativa que recae 
en el Congreso de la República, este 
mandato legal acusado confiere una 
función extraña al objeto del Consejo 
Superior de la Judicatura, que perte-
nece a otra entidad estatal (ICFES), en 
cumplimiento de un mandato constitu-
cional en cabeza del Gobierno de la Re-
publica y no de la Rama Judicial, desde 
la creación del Consejo Superior de la 
Judicatura por la Asamblea Nacional 
Constituyente, y sus modificaciones a lo 
largo del tiempo, siendo la más recien-
te el Acto Legislativo 02 de 2015. Dicho 
acto, eliminó  además la Sala discipli-
naria que hasta ese momento estaba 
encargaba de la disciplina de los abo-
gados. Ahora bien, el legislador no sola-
mente se equivoca de órgano para atribuir 
competencias sino que se las otorga a uno 
que ya no existe.

Teniendo en cuenta lo anterior, encon-
tramos que esta ley vulnera el principio 
constitucional de separación de poderes, 
de autonomía judicial y autogobierno de 
la rama judicial, puesto que la función 
que la ley acusada pone en cabeza del 
Consejo Superior es totalmente ajena a 
las funciones constitucionales que se le 
dio a esta entidad desde la Constitución 
de 1991 y en los desarrollos legislativos 
y reglamentarios de la misma.

En el mismo sentido, en virtud del prin-
cipio de autogobierno, se creó como 
institucionalidad endógena a la Rama 
Judicial el Consejo Superior de la Ju-
dicatura, el cual estaba dividido en una 
Sala Administrativa, encargada de la di-
rección de la Rama Judicial, la Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial, 
encargada de la ejecución de las activi-
dades administrativas de la Rama, se-
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gún las políticas y decisiones de la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura, las unidades operativas 
de la Sala Administrativa del Consejo 
Superior, para el cumplimiento de los 
demás objetivos misionales, como la ca-
rrera judicial, la formación de jueces y 
empleados, la planeación estratégica, la 
dotación de recursos físicos, etc., y la 
Comisión Interinstitucional de la Rama 
Judicial, como órgano consultivo y co-
municativo, encargado de informar y 
asesorar a los órganos de gobierno y ad-
ministración sobre las necesidades del 
sector justicia.

Posteriormente, en el año 2015 con la 
reforma al equilibrio de poderes en ca-
beza del Congreso de la Republica he-
cha por medio del Acto Legislativo 02 de 
2015, se suprimió esta corporación del 
ordenamiento Constitucional, Reempla-
zándolo por organismos nuevos encami-
nados a realizar las labores gerenciales 
de la Rama Judicial, conformados por 
representantes de las diferentes Cortes, 
los jueces y los empleados de la Rama 
judicial. Sin embargo, el Acto Legislativo 
mencionado, al ser sometido a examen 
de Constitucionalidad por esta corpora-
ción, vía sentencia C-285/16, con funda-
mento en el principio de separación de 
poderes, de independencia y autonomía 
judicial, declara inexequible los artícu-
los que reemplazaban al Consejo Supe-
rior de la Judicatura, devolviéndolo al 
ordenamiento constitucional, pero limi-
tando sus funciones.

Teniendo en cuenta estos anteceden-
tes, corresponde precisar que el Conse-
jo Superior de la Judicatura no fue un 
órgano concebido con el fin de vigilar e 
inspeccionar la calidad de la educación 
superior, ni dentro de sus funciones se 
encuentra la de practicar exámenes de 
carácter estatal. Por ello la atribución de 
estas competencias no solo contraviene 
el principio constitucional de separación 
de poderes sino también la independen-
cia judicial. E tratadista profesor Owen 
Fiss, en su artículo “El grado adecuado 
de independencia judicial”, menciona el 
concepto de la independencia judicial en 

tres aspectos: 1. “imparcialidad”, basa-
do en ella el juez no puede tener sesgos 
ni vínculos hacia ninguna de las partes. 
2. “autonomía personal interpretativa”, 
según la cual el juez no puede estar bajo 
las órdenes de otros jueces pues debe 
tener la capacidad de aplicar la norma 
según su entendimiento. 3. “insularidad 
política”, que busca que la rama judicial 
cuente con autonomía administrativa y 
presupuestal e independencia con las 
otras ramas del poder público. 

Es en este último aspecto en la cual 
se enmarca la naturaleza y el objeto 
del Consejo Superior de la Judicatura, 
quien debe ejercer sus funciones de ge-
rencia y administración de la Rama Ju-
dicial como organismo endógeno en la 
misma. Si el legislador le atribuye otras 
competencias ajenas a lo dispuesto por 
el constituyente de 1991 estaría susti-
tuyendo el marco normativo. Lo anterior 
está claramente establecido en el artícu-
lo 257 Constitucional, después de la re-
forma de la cual fue objeto con posterio-
ridad al Acto Legislativo 02 de 2015 y la 
sentencia C-285/16, consagró y aclaró 
finalmente cuales son las funciones que 
tiene hoy el Consejo Superior de la Judi-
catura, dentro de las cuales no aparece 
al vigilancia y el control de la profesión 
de abogado.

ARTICULO 257. Con sujeción a la ley, el 
Consejo Superior de la Judicatura cum-
plirá las siguientes funciones:

1. Fijar la división del territorio para efec-
tos judiciales y ubicar y redistribuir los 
despachos judiciales.

2. Crear, suprimir, fusionar y trasladar 
cargos en la administración de justicia. 
En ejercicio de esta atribución, el Conse-
jo Superior de la Judicatura no podrá es-
tablecer a cargo del Tesoro obligaciones 
que excedan el monto global fijado para 
el respectivo servicio en la ley de apro-
piaciones iniciales.

3. Dictar los reglamentos necesarios 
para el eficaz funcionamiento de la ad-
ministración de justicia, los relacionados 
con la organización y funciones inter-
nas asignadas a los distintos cargos y 

la regulación de los trámites judiciales y 
administrativos que se adelanten en los 
despachos judiciales, en los aspectos no 
previstos por el legislador.

4. Proponer proyectos de ley relativos a 
la administración de justicia y a los códi-
gos sustantivos y procedimentales.

5. Las demás que señale la ley.

La redacción del artículo 257, modifica-
do por el acto legislativo 02 de 2015, en 
las actuales funciones constitucionales 
del Consejo Superior de la Judicatura 
no encontramos facultades de inspec-
ción y vigilancia de la educación supe-
rior que como mencioné están en cabe-
za del Gobierno Nacional por mandato 
Constitucional, a pesar de que el articu-
lo menciona en el numeral quinto, “Las 
demás que señale la ley” esta función 
es ajena a la administración y gobierno 
de la rama judicial, viola el principio de 
concentración de funciones, desbordan-
do su competencia en actividades que 
nada tienen que ver con el fin para el 
cual fue concebida y arrebatando fun-
ciones que constitucionalmente perte-
necen al gobierno nacional. 

Por otra parte, además de desbordar 
sus funciones como Consejo Superior 
de la Judicatura, la ley acusada esta-
blece que, para cumplir con el objeto de 
esta ley, el Consejo Superior de la Judi-
catura podrá realizar el examen direc-
tamente o contratar una institución de 
educación superior acreditada en alta 
calidad para que sea esta quien practi-
que la evaluación.

Consideramos que tal disposición vul-
nera el derecho fundamental a la igual-
dad, por cuanto viola la disposición 
constitucional contenida en el articulo 
13, y ya la Corte Constitucional desa-
rrolló en sentencia C-1047/01 la igual-
dad frente a la ley cuando las personas 
jurídicas se encuentran en el mismo su-
puesto de hecho:

El derecho a la igualdad frente a la ley 
impone al legislador otorgar el mismo 
tratamiento a todas las personas que es-
tán en el mismo supuesto de hecho que 
él pretende regular. Por lo tanto, para es-

tablecer si una disposición legal concreta 
es discriminatoria, el primer presupues-
to lógico que el juez constitucional debe 
verificar es que tal disposición realmente 
otorgue un trato diferente a personas co-
locadas en la misma situación de hecho. 
Si ello efectivamente ocurre, entonces 
debe examinar si ese tratamiento des-
igual persigue alguna finalidad constitu-
cionalmente importante que lo justifique, 
comprobado lo cual debe establecerse si 
la limitación al derecho a la igualdad era 
adecuada para alcanzar tal finalidad. 
Además, para que dicha restricción sea 
conforme con la Constitución, se requiere 
que sea ponderada o proporcional stric-
to sensu. “Este paso del juicio de pro-
porcionalidad se endereza a evaluar si, 
desde una perspectiva constitucional, la 
restricción de los derechos afectados es 
equivalente a los beneficios que la dispo-
sición genera. Si el daño que se produce 
sobre el patrimonio jurídico de los ciuda-
danos es superior al beneficio constitu-
cional que la norma está en capacidad 
de lograr, entonces es desproporcionada 
y, en consecuencia, debe ser declarada 
inconstitucional.”

Por tal motivo es discriminatorio dar 
prevalencia a una Institución de Educa-
ción Superior para que evalué a las de-
más, por cuanto genera un tratamiento 
desigual, entre personas jurídicas igua-
les ante la ley y el tratamiento de la Ad-
ministración Pública. Ninguna Universi-
dad acreditada en Colombia que cuente 
con Facultad de Derecho sería imparcial 
para realizar dichos exámenes, y las 
que no cuentan con programas de dere-
cho tampoco tendrían la idoneidad para 
realizar las pruebas por no contar con 
los profesionales del Derecho formados 
para realizar dichas pruebas.

En conclusión, solicitamos respetuosa-
mente a la honorable Corte Constitu-
cional que se declare la inexequibilidad 
de la Ley 1905 de 2018 “Por la cual se 
dictan disposiciones relacionadas con el 
ejercicio de la profesión de abogado.” Por 
las irregularidades en su procedimiento 
y sus contradicciones con las disposi-
ciones constitucionales de fondo a las 
que hice referencia.
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En su defecto, que se declaren inexequi-
bles las siguientes expresiones de la ley 
que vinculan al proceso de avaluación al 
Consejo Superior de la judicatura, como 
aparece subrayado en los artículos 1 y 2 
de la mencionada ley:

Artículo 1°. Para ejercer la profesión de 
abogado, además de los requisitos exi-
gidos en las normas legales vigentes, el 
graduado deberá acreditar certificación 
de aprobación del Examen de Estado que 
para el efecto realice el Consejo Superior 
de la Judicatura (CSJ), directamente o a 
través de una Institución de Educación 
Superior acreditada en Alta Calidad que 
se contrate para tal fin.

Se entenderá aprobado el Examen de 
Estado cuando el resultado supere la 
media del puntaje nacional de la respec-
tiva prueba. En el resultado individual 
de cada examen, el CSJ señalará la re-
presentación porcentual del puntaje ob-
tenido sobre la media nacional.

Parágrafo 1°. Si el egresado o graduado 
no aprueba el examen, se podrá presen-

tar en las siguientes convocatorias que 
señale el CSJ hasta tanto obtenga el por-
centaje mínimo exigido.

Parágrafo 2°. La certificación de la apro-
bación del Examen de Estado será exigi-
da por el Consejo Superior de la Judica-
tura o por el órgano que haga sus veces 
para la expedición de la Tarjeta Profesio-
nal de Abogado. Para ser representante 
de una persona natural o jurídica para 
cualquier trámite que requiera un aboga-
do, será necesario contar con la tarjeta 
profesional de abogado, que solo se otor-
gará a quienes hayan aprobado el exa-
men. Para las demás actividades no se 
requerirá tarjeta profesional.

Artículo 2°. El requisito de idoneidad 
para el ejercicio de la profesión de abo-
gado establecido en la presente ley se 
aplicará a quienes inicien la carrera de 
derecho después de su promulgación.

Artículo 3°. Vigencia y derogatorias. La 
presente ley deroga las normas que le 
sean contrarias y rige a partir de la fecha 
de su promulgación.

COMPETENCIA
La Corte Constitucional es la competente para conocer de la presente acción de 
inconstitucionalidad, de acuerdo con el artículo 241 de la Constitución Política, 
numeral 4.

ARTICULO.241 A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y 
supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. 
Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones:

Numeral.4 - Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los 
ciudadanos contra las leyes, tanto por su contenido material como por vicios de pro-
cedimiento en su formación.

NOTIFICACIONES
Para efectos de notificación, estas serán recibidas en el domicilio de ACOFADE 
en la ciudad de Bogotá, Cra. 13ª No. 28 – 38 Parque Central Bavaria. manzana. 2 
oficina. 249.

así mismo en los correos electrónicos:
-	 acofade@hotmail.com
-	 comunicacionesacofade@gmail.com
-	 aux.acofade@gmail.com 

Atentamente

PORFIRIO ANDRES BAYUELO SCHOONEWOLFF
PRESIDENTE DE ACOFADE
CC. 8706310

mailto:acofade@hotmail.com
mailto:comunicacionesacofade@gmail.com
mailto:aux.acofade@gmail.com
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